
EXPERIENCIAS COMPARADAS DE

PLANIFICACIÓN Y GESTIÓN LITORAL: 
PROBLEMAS, LÍMITES Y SOLUCIONES

Dr. Josep M. Aguirre i Font
Profesor lector de derecho administrativo la 

de Universitat de Girona



Índice
1. El avance del suelo urbanizado y la necesidad de buscar soluciones más allá de
la Ley de costas

1.1 El avance del suelo urbanizado en el litoral mediterráneo: un problema
compartido

1.2 La necesidad de frenar el proceso urbanizador de forma inmediata

1.3 Soluciones jurídicas similares: planes con capacidad para clasificar suelo y
imponerse al planeamiento municipal

2. Los límites a la planificación supramunicipal autonómica

2.1 El respeto de la regulación estatal en la planificación supramunicipal

2.2 El respeto a la autonomía municipal en la planificación supramunicipal

2.3 La responsabilidad patrimonial por aprobación de figuras de planeamiento
supramunicipal

2.4 Responsabilidad patrimonial en los PDUSC

3. El proyecto de Ley de ordenación del litoral en Catalunya

3.1 Principales objetivos

3.2 Nuevos instrumentos de ordenación

3.3 Régimen de intervención administrativa

3.4 Régimen económico financiero

3.5 Participación pública



1. EL AVANCE DEL SUELO URBANIZADO

Y LA NECESIDAD DE BUSCAR SOLUCIONES

MÁS ALLÁ DE LA LEY DE COSTAS



1.1 El avance del suelo urbanizado en el litoral 
mediterráneo: un problema compartido
• Catalunya (2004): En la línea de costa, el 46,5% del suelo ya esté clasificado

como urbano, en contraposición al 39,6% que disfruta de alguna forma de
protección. Estos datos reflejan que hasta el 13,9% del suelo restante todavía
se puede desarrollar, lo que supondría un crecimiento del suelo urbanizado en
primera línea de costa de hasta más del 60%.

• Andalucía (2013): Del análisis de la evolución de las superficies urbanas y
alteradas de la franja costera de 500 metros en el período que va desde el
vuelo americano de 1956 a la ortofoto de 2009, la superficie que ha perdido su
funcionalidad ecológica y/o natural o productiva agraria ha pasado de 3.099
hectáreas a 17.740 hectáreas, un 472% más de superficie dedicada al uso
urbano, que ocupa ya prácticamente el 30% de esta franja litoral.

• Comunidad Valenciana (2015): El 50% del suelo ya esté clasificado como
urbano o urbanizable, frente al 44% del suelo no urbanizable protegido y el 6%
del suelo urbanizable común. En los últimos veinte años, la tasa de
urbanización en los primeros 10 kilómetros de costa ha sido 3,5 veces superior
al crecimiento de la población en esta zona.









1.2 La necesidad de frenar el proceso
urbanizador de forma inmediata

• Las tres comunidades buscan frenar el proceso urbanizador de
manera inmediata, sin tener que esperar los resultados de una política
de planificación territorial, que podrían tardar años.

• Para conseguir este objetivo, se parte de la premisa que es necesario
proteger y valorar los espacios costeros que están todavía libres de
ocupación, y evitar la urbanización, siempre que sea posible.

• Su aplicación se extiende en una franja litoral que oscila entre los 500
metros y los 2 kilómetros de la línea costera.

• Dentro de la citada franja, con carácter general, se excluye del proceso
urbanizador la práctica totalidad de los suelos no urbanizables y una
buena parte de los suelos urbanizables no desarrollados.



1.3 Soluciones jurídicas similares: planes con
capacidad para clasificar suelo y imponerse al
planeamiento municipal

Cataluña (2004-2005): Planes director urbanísticos del sistema costero
(PDUSC). Los PDUSC permiten, como figuras de planeamiento urbanístico,
la clasificación del suelo, y se imponen así —por una mera cuestión de
jerarquía normativa— al resto del planeamiento municipal. Por otro lado,
las figuras de planeamiento urbanístico no exigen una adaptación posterior
del planeamiento municipal para ser aplicadas y pueden entrar en vigor el
día siguiente de su publicación.

• PDUSC-1, Pla director urbanístic del sistema costaner, mayo 2005

• PDUSC-2, Pla director urbanístic dels àmbits del sistema costaner
integrats per sectors de sòl urbanitzable delimitat sense el pla parcial
aprovat, diciembre 2005

Ambos planes refundidos en un texto publicado en el DOGC num. 6722 de
7 de octubre de 2014.

http://territori.gencat.cat/ca/01_departament/05_plans/01_planificacio_territorial/plans_urbanistics/plans_directors_urbanistics/pla_director_urbanistic_dels_ambits_del_sistema_costaner/
http://territori.gencat.cat/ca/01_departament/05_plans/01_planificacio_territorial/plans_urbanistics/plans_directors_urbanistics/pla_director_urbanistic_dels_ambits_del_sistema_costaner/




Andalucía (2013-2015): Plan de Protección del Corredor del Litoral de
Andalucía (PPCLA). El PPCLA es una figura de ordenación territorial de
ámbito supramunicipal que contiene Normas, Directrices o
Recomendaciones Territoriales. Las normas son determinaciones de
aplicación directa vinculantes para las Administraciones Públicas y para los
particulares, en los suelos urbanizables y no urbanizables. Las Directrices
son determinaciones vinculantes en cuanto a sus fines. Y las
recomendaciones son determinaciones de carácter indicativo dirigidas a
las Administraciones Públicas.

• PPCLA, Plan de Protección del Corredor Litoral de Andalucía, aprobado
por el Decreto 141/2015, de 26 de Mayo, por el que se aprueba el Plan
de Protección del Corredor Litoral de Andalucía

http://www.juntadeandalucia.es/medioambiente/site/portalweb/menuitem.7e1cf46ddf59bb227a9ebe205510e1ca/?vgnextoid=1fe5dc39afe9d410VgnVCM2000000624e50aRCRD&vgnextchannel=12ade4569418e310VgnVCM2000000624e50aRCRD






Comunidad Valenciana (2015- ): Plan de Acción Territorial de la
Infraestructura Verde del Litoral (PATIVEL). El PAVITEL es un instrumento
de ordenación del territorio de ámbito supramunicipal. Tiene una
naturaleza específicamente urbanística orientada a la definición y
preservación de la infraestructura verde del litoral. Puede modificar la
ordenación estructural de los planes municipales, así como clasificar y
zonificar terrenos directamente y articular la ordenación urbanística de
centros, ejes y entornos de amplia influencia supramunicipal.

• PATIVEL, Plan de Acción Territorial de la Infraestructura Verde del
Litoral, se inicia la tramitación del Plan mediante la RESOLUCIÓN de 11
de noviembre de 2015, de la consellera de Vivienda, Obras Públicas y
Vertebración del Territorio, por la que se inicia el Plan de Acción
Territorial de la Infraestructura Verde del Litoral de la Comunitat
Valenciana (DOCV de 16 de noviembre 2015).

• Resolución de 8 de mayo, de la consellera de Vivienda, Obras Públicas y
Vertebración del Territorio por la que se somete nuevamente a
consultas y participación e información pública, la Propuesta de plan de
acción territorial de la infraestructura verde del litoral de la Comunitat
Valenciana (DOCV de 19 de mayo 2017).

http://www.citma.gva.es/web/planificacion-territorial-e-infraestructura-verde/plan-de-accion-territorial-de-la-infraestructura-verde-del-litoral




2. LOS LÍMITES A LA PLANIFICACIÓN

SUPRAMUNICIPAL AUTONÓMICA



La planificación supramunicipal autonómica tiene límites jurídicos:

• Respeto de las competencias estatales: no puede regular (ni
reproducir) las servidumbres de protección de la Ley de costas, pero si
aumentar la protección de los terrenos que ordena

• Respeto de las competencias municipales: debe respetar el principio
de autonomía municipal en relación con la capacidad de la
Administración local de planificar su territorio.

Y también puede tener límites económicos:

• La adaptación de estos instrumentos al planeamiento municipal puede
plantear supuestos de responsabilidad patrimonial de la
Administración y que ya ha sido objeto de la jurisprudencia del Tribunal
Superior de Justicia de Cataluña y del Tribunal Supremo.



2.1 El respeto de la regulación estatal en la
planificación supramunicipal

La jurisprudencia del Tribunal constitucional limita la capacidad de las
autonomías de modificar y/o reproducir las normas contenidas en la Ley de
costas:

• STC 46/2007, de 1 de marzo, en relación con la Ley balear 6/1999, de 3 de
abril, de las directrices de ordenación territorial de las Illes Balears y de
medidas tributarias (prohibición de la regulación autonómica regule
bienes de la ribera del mar)

• STC 87/2012, de 8 de abril y STC 137/2012, de 19 de junio. Ambas
Sentencias se referían a la impugnación de la disposición adicional
tercera de la Ley gallega 9/2002 de 30 de diciembre, de ordenación
urbanística y protección del medio rural de Galicia. (prohibición de
regulación autonómica de servidumbres)

• STC 5/2015, de 22 de enero de 2015 en relación con diversos preceptos
de la Ley 7/2009, de 6 de mayo, de modificación del texto refundido de
las Leyes de ordenación del territorio de Canarias y de espacios naturales
de Canarias sobre declaración y ordenación de áreas urbanas en el litoral
canario (ni servidumbre ni regulación de bienes del dominio público)



“Sólo al Estado corresponde establecer limitaciones y servidumbres sobre los
terrenos colindantes al demanio marítimo-terrestre y, entre ellas, la
servidumbre de protección

“Las Comunidades Autónomas no pueden establecer disposición alguna al
respecto, ni siquiera para reproducir con exactitud las previsiones estatales,
operación que quedaría vedada por la doctrina sobre la lex repetita”

La STS de 28 de diciembre de 2012 valida la posibilidad que las CCAA puedan
aumentar la protección sobre los terrenos colindantes con el dominio
público marítimo-terrestre, como de hecho prevé la Ley de Costas (artículo
21.1 i DA 6 LC):

[la regulación estatal] naturalmente, no excluye la posibilidad de que, a
través de los correspondientes instrumentos de ordenación, las Comunidades
Autónomas condicionen adicionalmente el uso que a esos terrenos puede
darse”



2.2 El respeto a la autonomía municipal en la
planificación supramunicipal

La jurisprudencia del Tribunal constitucional afirma que no existe un
contenido competencial mínimo que el legislador tiene que atribuir a las
comunidades autónomas, pero sí unos límites que el legislador tiene que
respetar en la relación entre el principio de autonomía local y el
planeamiento urbanístico:

• La participación “adecuada” o “efectiva” de los municipios en la
elaboración del planeamiento urbanístico que se les impone

• El contenido mínimo de las competencias municipales en urbanismo y el
principio de proporcionalidad que tiene que regir el planeamiento
supramunicipal



¿Se puede admitir que al amparo de un interés supramunicipal —la
protección del litoral—, y de acuerdo con el principio de proporcionalidad,
se pueda clasificar suelo, llegar a un grado de concreción propio del
planeamiento derivado y, en definitiva, imponer un determinado modelo de
desarrollo urbanístico?

La jurisprudencia del Tribunal Supremo da respuesta a esta pregunta a través
de la STS de 28 de diciembre de 2012 (ROJ STS 9026/2012) reitera la línea
jurisprudencial del TS en relación con la adecuación de los PDUSC al principio
de autonomía municipal:

• Valida la posibilidad que las CCAA puedan aumentar la protección sobre los
terrenos colindantes con el dominio público marítimo-terrestre, como de hecho
prevé la Ley de Costas (FJ8)

• Descarta la vulneración del principio de autonomía municipal por ser los planes
proporcionados y haber dado audiencia a los municipios (FJ9)

• Valida la posibilidad que los PDUSC puedan clasificar suelo, como lo había hecho
previamente con otros planes (FJ9)

• Aun así el TS, igual que hizo el TSJC, establece límites a los PDUSC cuando estos se
extralimitan en sus contenidos. Así lo recoge la STS 8451/2012 (ROJ STS
8451/2012), de 20 de diciembre de 2012.



La importancia de una planificación a una escala superior lejos de ser
cuestionada ha sido asumida como necesaria como pone de manifiesto la
propia jurisprudencia del Tribunal Supremo en su sentencia de 28 de
diciembre de 2012:

“Debemos destacar la existencia de un dato sociológico que pudiera haber
influido en la potenciación de un mayor control sobre la autonomía local
por parte del Estado y de las Comunidades Autónomas, cual ha sido la
estrecha relación entre las amplias interpretaciones jurisprudenciales
del concepto de autonomía local y el evidente incremento de corrupción
urbanística municipal.



2.3 La responsabilidad patrimonial por aprobación de
figuras de planeamiento supramunicipal

Principio general de no indemnización, artículo 4 del RDL 7/2015 TRLS: La
ordenación territorial y la urbanística son funciones públicas no
susceptibles de transacción que organizan y definen el uso del territorio y
del suelo de acuerdo con el interés general, determinando las facultades y
deberes del derecho de propiedad del suelo conforme al destino de éste.
Esta determinación no confiere derecho a exigir indemnización, salvo en
los casos expresamente establecidos en las leyes.

Excepciones, artículo 48 RDL 7/2015: por modificación de planeamiento;
por no poder usar y disfrutar construcciones en fuera de ordenación; por
las vinculaciones y limitaciones singulares; por la modificación o extinción
de la eficacia de los títulos administrativos habilitantes de obras y
actividades; por la anulación de los títulos administrativos habilitantes de
obras y actividades, así como la demora injustificada en su otorgamiento;
por la ocupación de terrenos destinados por la ordenación territorial y
urbanística a dotaciones públicas.



De totas ellas, las que podrían plantear más dudas son las responsabilidades
patrimoniales derivadas de modificaciones de planeamiento. La
jurisprudencia exige, pero, que los terrenos tengan planeamiento derivado
definitivamente aprobado, cuando este es necesario. Por este motivo los
instrumentos analizados no protegen suelos con planeamiento derivado
aprobado:

• Suelos afectados por los PDUSC catalanes: suelo no urbanizable, urbanizable no
delimitado o urbanizable delimitado sin plan parcial aprobado y que no existe
ninguna figura de planeamiento derivado aprobada y en vigor.

• Suelos afectados por el PPCLA andaluz: suelo no urbanizable, suelo urbanizable
sectorizado o no sectorizado necesarios para dar respuesta a los objetivos
planteados, si bien se han excluido de las zonas de protección aquellos suelos
ordenados por el planeamiento o con Plan Parcial aprobado, dado que una
premisa del Plan ha sido afectar lo menos posible a derechos de particulares (con
algunas excepciones).

• Suelos afectados por el PATIVEL valenciano: suelos en situación básica rural (no
urbanizables o urbanizables) que no tengan programa de actuación aprobado o,
en el caso de tenerlo, hayan transcurrido los plazos establecidos para su ejecución
por causas no imputables a la administración.



El estudio de alternativas de la Evaluación Ambiental y Territorial Estratégica 
del PATIVEL lo pone manifiesto:

• ALTERNATIVA 1. NO SE APLICA EL PATIVEL: En este caso el planeamiento en el litoral se
continuaría rigiendo por las propuestas de planeamiento municipal. Asumiendo que se
desarrollan todos los sectores que están ahora en tramitación esto supondría que el 60% de
suelo en los primeros 500 metros de costa quedaría sellado. No se gestiona en suelo no
urbanizable de acuerdo a criterios comunes para todo el litoral.

• ALTERNATIVA 2. SE PROTEGEN TODOS LOS SUELOS LIBRES. SE DESCLASIFICAN TODOS LOS
SECTORES. En este caso, no se priman los suelos abiertos al mar, ni los valores del territorio,
ni se apoya en un análisis exhaustivo de la Infraestructura Verde desde el punto de vista
cualitativo ni cuantitativo. Por otro lado, no se evalúan los diferentes estados de tramitación
del planeamiento, ni se evalúan las responsabilidades patrimoniales, ni se asume las
posibilidades de completar ciertos tejidos urbanos de acuerdo a un modelo de desarrollo
urbano sostenible, situación que es habitual en zonas de trasdós.

• ALTERNATIVA 3. SE APLICA EL PATIVEL Se protegen los suelos abiertos al mar, se atiende a
los valores del territorio, y el discurso de “rescate” de suelos se apoya en un análisis
exhaustivo de la Infraestructura Verde desde el punto de vista cualitativo y cuantitativo. Por
otro lado, se evalúan los diferentes estados de tramitación del planeamiento, se evalúan las
responsabilidades patrimoniales y se asume la posibilidad de completar ciertos tejidos
urbanos de acuerdo a los criterios del modelo de desarrollo urbano sostenible basados en la
ETCV.



2.4 Responsabilidad patrimonial en los PDUSC

1. La litiogiosidad es muy baja por el ámbito afectado 186 recursos presentados
contra el PDUSC-1 y 92 en relación con el PDUSC-2 -que se convirtieron en 81
contenciosos administrativos contra el PDUSC-1 y 22 contra el PDUSC-2

2. Los supuestos de responsabilidad son prácticamente inexistentes al limitar el
alcance de los planes y no afectar a suelo con planeamiento derivado.

3. En todo el PDUSC se dan dos sentencias que reconocen la responsabilidad por
el TSJC por la existencia previa de unas cesiones (que pueden ser devueltas en
lugar de indemnizar) o de un convenio de cesión a cambio de mayor
aprovechamiento (que al final el TS anula por falta de prueba suficiente).

4. No aparecen por situaciones de fuera de ordenación (que el PDUSC tolera).

5. No aparecen por vinculaciones o limitaciones singulares (los tribunales
aprecian vulneración del principio de igualdad).

6. Modificación o extinción de la eficacia de títulos administrativos (lo plantean
dos campings pero no se aprecia porque estos pueden continuar en suelo no
urbanizable)

7. Tampoco como consecuencia de anulación de títulos administrativos o
proyectos que devienen ineficaces.

Al final el coste de responsabilidad patrimonial de los PDUSC es cero euros



3. EL PROYECTO DE LEY DE ORDENACIÓN

DEL LITORAL EN CATALUNYA



3.1 Principales objetivos

1. Encontrar un nuevo encaje en la concurrencia de competencias en el litoral
catalán a través de un modelo de gestión integrada del espacio costero con la
Generalitat como administración de referencia y un mayor protagonismo de los
ayuntamientos

2. Articular nuevos instrumentos de ordenación y gestión del espacio litoral que
incorporen disposiciones específicas en cuanto al dominio público marítimo-
terrestre y una mayor participación pública, con especial atención a los efectos
del cambio climático.

3. Articular un régimen económico y financiero propio del dominio público
marítimo terrestre catalán

4. Limitar a través de la nueva ley de ordenación del litoral catalán la
discrecionalidad de la legislación estatal, dando más seguridad jurídica y
criterios claros a los gestores de este espacio.





3.2 Nuevos instrumentos de ordenación

3.2.1 El Plan de ordenación del litoral (plan director
urbanístico)

Se configura como el instrumento básico de ordenación y gestión integrada del
ámbito terrestre y marino del litoral catalán. Vigencia indefinida pero revisable
cada 10 años. Entre los contenidos destacan:

• Clasificación y categorización de tramos de playas y la determinación de los
umbrales de su capacidad de carga

• Criterios territorializados para resolver demandas de autorizaciones, servicios
de temporada o de otorgamiento, renovación, prórroga y extinción de
concesiones

• Medidas de adaptación de la costa a los efectos del cambio climático

• Preservación paisajes costeros con la regulación de las fachadas costeras y la
preservación de visuales y puntos de interés territorial.





3.2.2 Los planes de uso del litoral y las playas

Los planes de uso del litoral y las playas son un instrumento de desarrollo de las
previsiones del Plan de ordenación del litoral catalán a escala municipal, pero a
diferencia de los primeros su ámbito territorial es esencialmente el dominio
público marítimo-terrestre y su plazo de vigencia limitado a 4 años (coincidente
con el plazo máximo de las autorizaciones).

Son los herederos de los planes de usos de playas, pero con una diferencia
sustancial: sus efectos no se proyecto únicamente durante la temporada de playa
sino que tienen voluntad de regular el conjunto de actividades que se desarrollan
en playa durante todo el año. Entre el contenido destaca

• Los propios de los planes de usos de temporada actuales,

• la regulación de la utilización de las playas y la seguridad humana en los lugares
de baño

• determinación de las actividades susceptibles de ser autorizadas en la playa
por el Ayuntamiento mediante instalaciones desmontables, lo que incluye
fiestas de relevancia local, eventos deportivos, culturales, de interés general
con repercusión turística.





3.3 Régimen de intervención administrativa

Por primera vez los ayuntamientos asumen protagonismo en la gestión del litoral
más allá de explotar los servicios de temporada o el mantenimiento de los espacios
públicos:

• Las nuevas actuaciones que se planteen en relación con las obras, actividades e
instalaciones implantadas legalmente en la zona de servidumbre de protección
y de tránsito del dominio público marítimo-terrestre que no supongan
incremento de la superficie ocupada o de la volumetría existente, ni un cambio
del uso autorizado, están sujetos al régimen de declaración responsable ante el
Ayuntamiento que corresponda en lugar de ante de la Generalidad.

• Se dota de competencias a los ayuntamientos para otorgar las autorizaciones
contempladas en los planes de uso del litoral y las playas que hayan sido
aprobados definitivamente por la Generalitat.



3.4 Régimen económico financiero

La Generalitat: despliega el canon de explotación de actividades: grabar las nuevas
concesiones que supongan explotación de actividad que requiera de concesión con
un gravamen del 3% sobre el volumen de los beneficios netos anuales -gravamen
que se deberá sumar el canon estatal del artículo 86 de la Ley de costas, pues el
decreto de traspaso en ningún caso contemplaba la posibilidad de que el cobro del
canon de explotación de actividades eximiera de la estatal.

Nivel municipal: opta por regular los tres posibles ingresos que se deriven de las
actividades autorizadas por los ayuntamientos en el marco del plan de usos. En
cualquiera de los casos estos importes se regularán en las respectivas ordenanzas
municipales o nos pliegos de contratación, según corresponda:

• Así en el supuesto de que sea por la explotación de servicios de temporada el
Ayuntamiento podrá optar por grabarlas con un precio público si la gestión es
directo o con un canon de licitación si la gestión es indirecto.

• En cuanto a las actividades que se autoricen por los ayuntamientos al margen
de los servicios de temporada el Ayuntamiento podrá cobrar una tasa.



3.5 Participación pública

Destaca la creación del Consejo Rector del Plan de ordenación del litoral y los
consejos rectores de los planes de uso del litoral y las playas, órganos colegiados,
sin personalidad jurídica, que velan por la aplicación de los instrumentos de la Ley
y ejercen las funciones de participación, consulta, tutela de la gestión y evaluación
del cumplimiento de objetivos, velando por el respeto de la normativa reguladora.

Resulta especialmente innovador la configuración de un órgano colegiado con
funciones de carácter resolutivo, consultivo e informativo, la Comisión de
ordenación del litoral, participado por los departamentos y los entes locales con
competencias en materia de ordenación del litoral, pero también de personas con
reconocido prestigio profesional, en materia de costas, de urbanismo y de medio
ambiente. Destacan entre las competencias de este órgano las de aprobar
definitivamente el plan de uso del litoral y las playas, otorgar las concesiones de
ocupación del dominio público marítimo-terrestre y sus modificaciones
sustanciales y prórrogas.
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